TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

                  SALA CIVIL FAMILIA

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo.

Pereira, mayo veintiséis de dos mil nueve
Expediente 66001-31-03-001-2002-00217-02
Acta N° 219 de mayo 26 de 2009
Resuelve la Sala el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra el auto del 13 de noviembre de 2008, proferido por el Juzgado Primero Civil del Circuito en este proceso ordinario reivindicatorio que adelantan Jorge Alberto Gutiérrez Gómez, en nombre propio y como albacea testamentario de Margarita Gómez de Gutiérrez y Alicia Gutiérrez Gómez frente a Inés Gutiérrez Gómez, que a su vez formuló demanda de reconvención.
ANTECEDENTES

En el mencionado auto decidió el juzgado, después de declarar que en el dictamen rendido se incurrió en un error grave, negar la objeción formulada por la parte actora contra la liquidación de costas efectuada por la secretaría del despacho, en lo que a las agencias en derecho se refiere, a la vez que la aprobó en la cuantía allí establecida de $32’027.500,oo.
Tal decisión devino de que al culminar la instancia, el Juzgado dispuso que se liquidaran las costas con que fue cargada la demandada, incluida allí la suma de $32’000.000,oo por concepto de agencias en derecho; así procedió la secretaría y durante el traslado de su trabajo el asesor judicial de los demandantes objetó el valor de dichas agencias porque, en síntesis, no se aplicó el máximo establecido en consideración a la complejidad, duración, atención, vigilancia y otros factores determinantes, que es del 20% sobre el valor de las pretensiones reconocidas o negadas en la sentencia, es decir que ese es el momento para determinar su valor, tanto que inclusive, en la demanda se reclamaron frutos civiles que no habían sido cuantificados; además, que la pretensión reconocida fue la reivindicación, para la comunidad, de la casa Quimbaya junto con sus construcciones aledañas, que ocupan un área de 2.8 hectáreas; por consiguiente, contrario a como interpretó esta Sala una actuación anterior, no se pretende reabrir el periodo probatorio sino que se valore la pretensión reconocida en la sentencia, lo que sólo puede hacerse después de ella y no antes; agregó que el interés para recurrir en casación que se determinó en segunda instancia nada tiene que ver con el bien reivindicado, como que uno es el interés de la demandada y otro distinto el de los demandantes y que tampoco puede sostenerse que la cuantía dada al proceso determina el valor de las pretensiones, porque ella sólo fija la competencia del juez, de ahí que sólo se indicara que era superior a una cifra específica para verificar si se trataba de un proceso de mínima, menor o mayor cuantía. Para la prosperidad de su objeción pidió que se designara un perito que valorara el trabajo en derecho realizado por la parte demandante y acompañó a su escrito, entre otras cosas, un avalúo realizado por los señores Edgar Jaramillo y Luis Guillermo Arcila, y un contrato de transacción celebrado entre las partes con el que arreglaron las diferencias que una vez emitido el fallo que resolviera el recurso de casación pudieran surgir, dentro de las cuales se acordaba el avalúo del bien que sería de obligatoria observancia de las partes para todos los efectos.
Surtido el trámite de la objeción, incluyendo la práctica de un dictamen pericial para que se valorara el monto de las agencias en derecho, decidió el juzgado negarla porque estimó, entre otras cosas que, siguiendo el derrotero de los artículos 393 del C. de P. C., 3º del Acuerdo 1887 de 2003 y 1º del Acuerdo 2222 de ese mismo año, estos últimos, de la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, el parámetro para definir aquel monto estaba dado en el valor que al bien ordenado reivindicar se le dio en el trámite de la segunda instancia para establecer el interés de la demandada para recurrir en casación, que fue el mismo que esta Sala tuvo en cuenta para tasar las que por la alzada correspondía; y agregó que apoyarse en el avalúo actual del inmueble constituiría una carga extralegal para las partes que no se puede avalar; terminó diciendo que el dictamen presentado adolece de error grave porque la suma señalada por el perito “dista demasiado de la determinada por el juzgado” y parte de un avalúo que no podía ser tenido en cuenta.
Interpuso recurso de apelación la parte demandante y concedido que le fue y tramitado en esta sede, lo sustentó con los argumentos que se sintetizan de la siguiente manera: (i) que las costas procesales, traducidas en los gastos judiciales útiles, e incluidas allí las agencias en derecho, tienen como título constitutivo próximo la providencia en firme que las impone y para su tasación se exige del funcionario judicial un ponderado juicio, que corresponda a fundamentos serios, equitativos y razonables y se ajuste a las tarifas establecidas por el Consejo Superior de la Judicatura, siguiendo el mandato del artículo 43 de la Ley 794 de 2003; (ii) que entendidas las agencias en derecho como la porción de las costas imputables a los gastos de defensa judicial de la parte victoriosa, el Acuerdo 1887 de 2003 proferido por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura señala que ellas deben aplicarse gradualmente teniendo en cuenta, entre otras cosas, la naturaleza, calidad y duración útil de la gestión procesal ejecutada, la índole de las actuaciones cumplidas, su legalidad y las exigencias del decoro profesional, el interés económico de la parte acreedora de las costas que tiene que guardar proporción con la cuantía actual de las pretensiones acogidas en la sentencia y cualquier otro factor verificable que se muestre relevante  en orden a procurar completa seriedad, equidad y razonabilidad de esa valoración; (iii) que una vez liquidadas las costas por el secretario, incluyendo el valor de las agencias en derecho fijadas por el Magistrado o el Juez, puede cualquiera de las partes controvertirlas acudiendo a un dictamen pericial que decretado y practicado adquiere especial significación como quiera que no siendo susceptible de discusión por las partes, no le permite al juez apartarse de su resultado sino en la medida que se haya incurrido en error grave determinante de las conclusiones a que hubiera llegado el perito u originado en ellas; es decir, que se trata de una excepción a la regla general que contempla el artículo 241 del C. de P. C. que en tanto se halle debidamente fundamentada tiene pleno vigor decisorio y no es posible desecharla sino es porque el perito hubo de errar en materia grave, esto es, apareciendo la equivocación ostensible y objetivada, caso en el cual el dictamen perdería eficacia legal; en últimas, el avalúo pericial es vinculante para el funcionario judicial y no puede éste separarse a menos que explique por qué el perito incurrió en un error de aquella naturaleza, que no constituye tal cualquier equivocación, sino aquella que sea perceptible por la razón de cualquier persona que proceda con criterio lógico, obedeciendo a las indicaciones de una sana crítica dirigida por una razonamiento sensato. Y en este caso, dice el recurrente, no aparece ningún motivo legal fundado para que el juez se apartara de la valoración hecha por el perito Jorge Hernán Ospina Flórez, todo lo contrario, el juez en un lacónico párrafo lo desechó por una diferencia numérica, porque se tuvo en cuenta un avalúo actualizado del inmueble y porque ya en segunda instancia se había indicado cuál era la base para la fijación de las agencias en derecho, todo lo cual es equivocado porque bien puede ocurrir que quien se equivocó en la estimación cuantitativa fue el funcionario y no el perito, porque el avalúo que tuvo en cuenta el auxiliar data del 14 de abril del año 2008 y corresponde a la pretensión que le fue reconocida en la sentencia a la parte demandante, además de que ese avalúo fue aceptado como plenamente vinculante por ambas partes, de manera que no puede sostenerse que el perito incurrió en conclusiones manifiestamente absurdas o que falseó las actuaciones procesales o que faltó al sentido común por no ajustarse a la valoración del interés para recurrir en casación, pues esta tasación se hizo básicamente sobre avalúos catastrales alejados del valor real del predio. 
Replicó la parte demandada para señalar que el juzgado fue congruente con las normas que señalan la fijación de agencias en derecho y la cuantía de la pretensión en el proceso que fue la misma tenida en cuenta tanto por el Tribunal Superior como por la Corte Suprema de Justicia; agrega que ya la parte demandante ejecutó las costas que fueron liquidadas y de hecho fueron pagadas; que ya en el proceso se había determinado el valor del inmueble, para fijar el interés de la demandada al recurrir en casación, y fue ese valor el que sirvió de guía a los distintos funcionarios para señalar las agencias en derecho; que la transacción habida entre las partes no puede influir para la liquidación de costas y si así fuera sería en el sentido de que la parte recurrente renunció a ellas, según se infiere de la cláusula tercera. 

Ahora se procede a resolver, previas estas: 
CONSIDERACIONES 

Vuelve la parte demandante a refutar el valor de las agencias en derecho fijadas en el proceso, esta vez en la liquidación de las costas a que fue condenada la demandada en primera instancia.
Sea lo primero decir que el juzgado señaló la suma de $32’000.000,oo por ese concepto, que corresponden aproximadamente al 15.3% del avalúo que al inmueble y sus mejoras se le dio en segunda instancia para determinar el interés para recurrir en casación, esto es, $208.854.113,oo.
Lo que buscan los recurrentes es que se modifique esa cuantía por tres razones fundamentales: la primera, que su pretensión debe ser actualizada y para ello se recurrió a un dictamen extraprocesal; la segunda, que las partes transaron sus diferencias y entre ellas dijeron estarse a dicho avalúo para todos los efectos, lo que incluye la liquidación de costas; y la tercera, que el perito que señaló el monto de las agencias en derecho no incurrió en error grave y como no lo hizo el monto por el definido obligaba al juez.
Para dilucidar estos cuestionamientos precisa la Sala traer a colación, para que sirvan de soporte a lo que luego se dirá, los pocos precedentes que en esta materia se hallan en la jurisprudencia.

La Corte Constitucional en su sentencia C-089 de 2002, al revisar la exequibilidad del artículo 393 del CPC, con la reforma que le fue introducida por el Decreto 2282 de 1989 (cuyo numeral 3 varió en cuanto a las tarifas a tener en cuenta pero no respecto de los criterios con la vigencia de la Ley 794 de 2003), dijo: 
“Criterios para la liquidación de costas en el Código de Procedimiento Civil.
3.- Siguiendo planteamientos de la doctrina nacional, la jurisprudencia de esta Corporación ha explicado que las costas, esto es, "aquella erogación económica que corresponde efectuar a la parte que resulte vencida en un proceso judicial, están conformadas por dos rubros distintos: las expensas y las agencias en derecho.  Las primeras corresponden a los gastos surgidos con ocasión del proceso y necesarios para su desarrollo, pero distintos al pago de apoderados.  El artículo 393-2 del C.P.C. señala como expensas los impuestos de timbre, los honorarios de auxiliares de la justicia, y hace referencia genérica a todos los gastos surgidos en el curso de aquel.  

Por su parte, las agencias en derecho no son otra cosa que la compensación por los gastos de apoderamiento en que incurrió la parte vencedora, aún cuando pueden fijarse sin que necesariamente hubiere mediado la intervención directa de un profesional del derecho.  No obstante, como lo señalan los intervinientes y lo ha explicado la propia Corte, esos valores son decretados a favor de la parte y no de su representante judicial, sin que deban coincidir con los honorarios pactados entra ésta y aquel.

(…)  

De otro lado, al momento de fijar las agencias en derecho, la actividad del juez está sujeta a las previsiones del numeral 3º del artículo 393 del C.P.C., que dispone la aplicación de las tarifas establecidas por los colegios de abogados, y la obligación de tener en cuenta otros factores como la naturaleza del proceso, la calidad y duración de la gestión realizada, la cuantía del proceso, y "otras circunstancias especiales", señalando como tope el máximo previsto en las tarifas mencionadas.  En esta medida, es claro que el juez tiene cierto grado de discrecionalidad, pero ella tampoco puede ser confundida con la arbitrariedad.

5.- El demandante considera que la ley no ofrece suficientes herramientas para que el juez determine la cuantía del proceso, al momento de fijar las agencias en derecho.  Sin embargo, la Corte estima que el cargo obedece a una indebida y descontextualizada apreciación normativa, pues un análisis de los factores a tener en cuenta muestra cómo todos ellos se derivan del proceso mismo y deberán reflejarse en el expediente, no sólo respecto de las expensas (recibos, documentos, constancias), sino de la actividad desplegada por las partes (demanda, actuaciones, recursos), e incluso de la propia cuantía del proceso (pretensiones, certificaciones).  
6.- Así mismo, el actor estima que la norma no garantiza el mantenimiento de la capacidad adquisitiva de la moneda, porque no indica que al momento de la liquidación deban actualizarse las cuantías.  Empero, la Corte también concluye que esa interpretación es errada, pues el propio numeral 3º del artículo 393 acusado, refiere a "otras circunstancias especiales" como criterio para establecer las agencias en derecho, y es precisamente aquí donde el juez podrá considerar ese aspecto, siendo en todo caso susceptible de objeción por las partes.  Con todo, no corresponde a esta Corporación determinar cuál debe ser la cuantía del proceso a tener en cuenta para fijar las agencias en derecho, ya que se trata de una controversia de carácter legal, que por su naturaleza escapa al control abstracto de constitucionalidad.  

Todo lo anterior permite abordar el análisis del segundo cargo, según el cual, la imposibilidad de solicitar pruebas antes de la liquidación de costas, vulnera el debido proceso y los principios de publicidad, celeridad y economía.
 Debido proceso y liquidación de costas
7.- Como fue explicado anteriormente, el legislador señaló criterios objetivos para la condena en costas y su cuantificación en el proceso civil, incluidas las agencias en derecho (artículos 392 y 393 del C.P.C.); pero además, el estatuto procesal reguló también el procedimiento de liquidación y expresamente dispuso que la fijación de agencias en derecho podría reclamarse únicamente mediante objeción a la liquidación de aquellas (393-3).  Sin embargo, es necesario tener claridad sobre algunos aspectos. 

En primer lugar, no puede olvidarse que las costas solamente serán decretadas cuando en el expediente aparezca que se causaron y en la medida de su comprobación (C.P.C., art.392-8). Esto supone entonces que las partes actúen con la debida diligencia a lo largo de todo el proceso judicial, aportando los documentos y demás elementos idóneos para demostrar la causación de costas. 

En segundo lugar, es necesario volver sobre la distinción entre expensas y agencias en derecho. La liquidación de expensas corresponde esencialmente a un trámite de verificación y cálculo sumatorio de los costos en que incurrió la parte con ocasión del proceso, para lo cual deberá acudirse al material probatorio obrante en el expediente. A su turno, la liquidación de agencias en derecho, aunque necesariamente remite al expediente, supone sin embargo un análisis más reposado del juez o magistrado de cada uno de los factores para su cálculo. En consecuencia, es razonable suponer que al momento de liquidar las costas no se requieran elementos probatorios diferentes a los que durante el proceso fueron allegados al expediente, lo cual explica la prohibición de cuestionar las agencias, hasta tanto ellas hayan sido fijadas por el juez. Y lejos de afectar los principios de celeridad, publicidad y economía, la previsión del artículo 393-3 del C.P.C. busca garantizarlos, no sólo con el objeto de dinamizar la actividad judicial, sino también para evitar duplicidad en los trámites del incidente.  

8.- Empero, tomando en consideración las particularidades de las agencias en derecho, el legislador consagró la obligación de decretar un dictamen pericial, si una de las parte difiere de la estimación del juez y así lo solicita al momento de objetar la liquidación realizada (C.P.C., artículo 393-6).  

En este orden de ideas, la Corte observa que durante el proceso judicial las partes tienen la posibilidad de aportar elementos probatorios tendientes a demostrar el valor de las costas y, durante el trámite de liquidación, pueden controvertir las decisiones adoptadas, no sólo mediante objeción a la liquidación efectuada por el juez, sino, incluso, apelando el auto que las apruebe, respecto de las agencias en derecho. De esta manera, a juicio de la Corte, la prohibición del artículo 393-3 del C.P.C., no supone ninguna afectación al debido proceso.  

9.- Por último, no sobra advertir que la posibilidad de apelar una decisión incidental no hace parte del núcleo esencial del debido proceso, ni del derecho de defensa, pues la Carta solamente prevé el derecho a impugnar la sentencia adversa en materia penal y en las acciones de tutela, como ampliamente lo ha reiterado esta Corporación.” 

 
Compleja situación la que viene de esta situación porque a la vez que la Corte señala que pueden existir otras circunstancias especiales que el juez deba tener cuenta al momento de tasar las agencias en derecho, no explica cuáles ni se adentra en el señalamiento de lo que debe entenderse por cuantía del proceso para efectos de establecer ese monto, lo que deja al arbitrio del juez ordinario. 
La misma Corporación, en la Sentencia T-1112 de 2003, señaló:
“Ahora bien, para liquidar los honorarios profesionales de la accionante la Sala de Decisión Civil del Tribunal Superior de Cali manifiesta que tuvo en cuenta el valor de las pretensiones "al tiempo de la demanda ", criterio que efectivamente ha sido fijado por la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia en los siguientes términos:

"Para la fijación de agencias en derecho deberán aplicarse las tarifas establecidas, con aprobación del Ministerio de Justicia, por el colegio de abogados del respectivo distrito, o de otro si allí no existiere. Si aquéllas establecen solamente un mínimo, o éste y un máximo, el juez tendrá además en cuenta la naturaleza, calidad y duración de la gestión realizada por el apoderado o la parte que litigó personalmente, la cuantía del proceso y otras circunstancias especiales, sin que pueda exceder el máximo de dichas tarifas.

"Desde luego que todos esos factores deben conjugarse para que las agencias en derecho sea una razonable compensación económica por la gestión profesional realizada, que descarta excesos o defectos repugnantes a los principios de justicia y equidad.

"En ese orden de ideas, el monto económico de la pretensión, como uno de los factores de cuantificación de las agencias en derecho a tener en cuenta por el juez, debe determinarse atendiendo a la estimación hecha por el demandante en su demanda, si no fue objeto de controversia (art. 75-8), siempre que esté acorde con los parámetros establecidos en los artículos 19 y 20 del Código de Procedimiento Civil, el último de los cuales indica claramente cómo se determina la cuantía para efectos procesales, adscribiéndola al valor de las pretensiones al tiempo de la demanda".

Salta a la vista, entonces, que la determinación de la Sala Civil del Tribunal Superior de Ca1i no adolece de un defecto sustantivo constitutivo de una vía de hecho, pues la interpretación que dicha corporación judicial hizo del artículo 393 del CPC no es de ninguna manera caprichosa o arbitraria, ya que recoge la doctrina que en materia de agencias en derecho ha fijado el máximo tribunal de la justicia ordinaria.”
Precisamente, el tercer antecedente por citar era el de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia que también como juez constitucional se ocupó del tema en la forma transcrita.

Es decir que nada de extraordinario tiene que se piense que el criterio inicial, conjugado con todos los demás, para fijar las agencias en derecho en cuanto al valor de la pretensión, es el de su cuantía para el momento de la formulación de la demanda sin perjuicio de que puedan considerarse, como sostiene la máxima autoridad constitucional, y es así como lo manda el artículo 393-3 del C. de P.C., otras circunstancias especiales.
Para la Sala eso es lo que ha ocurrido en este caso porque a pesar de que en la demanda se había señalado un primer factor determinante de la pretensión que eran $28’000.000,oo, era claro que ese monto resultaba irrisorio frente al problema jurídico planteado; por eso tomando partido por las vicisitudes dadas dentro del proceso -no por fuera de él- el juzgado entendió, como esta Corporación lo hizo en su momento, que había una cuantía que permitía con fundamento en ella señalar las agencias en derecho y era, y sigue siendo, la del valor que se le dio al bien junto con sus mejoras al momento de señalar el interés de la demandada para recurrir en casación.
No es que sirviera como fundamento el interés para recurrir, porque es evidente que ese es un concepto diferente al de la pretensión del demandante; lo que ocurre es que vienen a coincidir porque si a la demandada se le ordena restituir el 75% del predio que ocupa junto con sus mejoras y eso era lo que se pedía en la demanda, no hay modo de pensar que ese valor pudiera ser diferente para uno y otro caso. Y este fue un dictamen recogido dentro del proceso, respecto del cual tuvieron las partes oportunidad de controvertir las conclusiones del auxiliar, al menos mediante la petición de complementación y aclaración, lo que no hicieron. Es decir que era esa una de las circunstancias especiales, en sentir de esta Sala, de las que trata el artículo 393 mencionado a tener en cuenta para definir el monto de las agencias en derecho, que fue también lo que se hizo cuando se fijaron las que correspondían a la alzada, como bien conocen las partes.

Llegados a este punto, entonces, se tiene que las críticas que blande la parte demandante contra el auto que negó la objeción a la liquidación de costas no pueden tener acogida. Primero, porque ya se esbozó, y se repite, que la pericia que le sirvió de fundamento al auxiliar que en últimas señaló el monto de las agencias en derecho no es parte integral del proceso; vino a aducirse ya fenecidas las instancias y sólo con el propósito de procurar que se elevara ese monto, cuando su finalidad era una muy distinta, según el acuerdo logrado entre las partes con posterioridad a la sentencia de segunda instancia, que era la de establecer un avalúo con el fin de que, en el evento de que la demandada quisiera comprar el inmueble, se rigieran por el mismo; por eso no es viable tratar de otorgarle a ese dictamen efectos procesales que no tiene.
Segundo, porque si la finalidad de la aludida transacción era hacerla valer dentro del proceso, no ha tenido ese efecto, como que no se le ha pedido al juez su aprobación, en los términos del artículo 340 del C. de P. Civil.
Y tercero, porque en cuanto al error grave en que incurrió el perito designado por el juzgado, más que por la razón de índole diferencial que estableció el funcionario de primera instancia, que en realidad no puede ser un argumento sólido para edificarlo, consistió, para esta Sala, en el hecho de que se hubiera servido de un avalúo extraprocesal para establecer la cuantía de la pretensión de los demandantes, avalúo que, se repite, no hace parte del engranaje del proceso y que tenía un cometido distinto al de servirle a él de apoyo para ese efecto. Y no pudo tenerlo en cuenta porque, además, aunque se trata de un dictamen especial, como lo resalta el recurrente, en cuanto no admite objeción, no por ello es ajeno al cumplimiento de las reglas de la práctica de ese tipo de pruebas, entre ellas, que es al perito al que le corresponde examinar personalmente las cosas objeto del dictamen o realizar los experimentos e investigaciones que sean del caso o solicitar, por su cuenta, el concurso de otros técnicos bajo su dirección y responsabilidad, lo que no ocurrió en este caso en el que el perito simplemente aludió a los dictámenes que reposaban en el expediente, uno de los cuales, el que le sirvió de soporte, no se adujo con la técnica que corresponde, lo que lo hizo incurrir en la impropiedad de señalar la cuantía de la pretensión por fuera del marco que señala el proceso mismo, y eso sí, para hablar con el mismo lenguaje del recurrente, equivale a falsear la verdad procesal.

Ahora bien, que se concluya que la base tomada por el perito no puede ser admisible, no significa que no pueda revisarse la cuantía de las agencias en derecho señaladas por el juzgado, que como se dijo, lo fueron en un 15.3% aproximadamente de la cuantía de la pretensión que se tuvo en cuenta. Y es que aunque ese porcentaje está dentro de los parámetros que señala el artículo 1º, numeral 1.1. del Acuerdo 2222 de 2003, que modificó el Acuerdo 1887 de la misma anualidad, hay que señalar que siguiendo los parámetros del artículo 393 del C.P.C. y del artículo 3º del último de estos acuerdos, por la naturaleza del proceso, por la calidad y duración útil de la gestión desplegada por el asesor judicial de los demandantes, que implicó su presencia en todos los estadios del mismo, en primera y segunda instancia, en casación y ahora en estos trámites adicionales, ha debido fijarse el monto máximo permitido por esas normas, esto es, el 20%, tal como se discutió desde el momento en que se planteó la objeción, lo que se hará en esta sede, sobre la misma base que se tuvo en cuenta para liquidar las costas de segunda instancia, esto es, $208’854.113,oo; esto equivale a decir que tales agencias serán tasadas definitivamente en la suma de $41’770.822,oo.

Así las cosas, se confirmará el ordinal primero del auto protestado y se revocarán, pero por la última razón expuesta, los siguientes ordinales; en su lugar, se declarará procedente la objeción a la liquidación de costas en cuanto al monto de las agencias en derecho y con ese nuevo factor, se le impartirá aprobación. No habrá lugar a condena en costas por preverlo así el numeral 5º del artículo 392 del C.P.C.
DECISIÓN

En armonía con lo dicho, el Tribunal Superior del Distrito Judicial, Sala Unitaria Civil-Familia, CONFIRMA el ordinal primero del auto del 13 de noviembre de 2008, proferido por el Juzgado Primero Civil del Circuito en este proceso ordinario reivindicatorio que adelantan Jorge Alberto Gutiérrez Gómez, en nombre propio y como albacea testamentario de Margarita Gómez de Gutiérrez y Alicia Gutiérrez Gómez frente a Inés Gutiérrez Gómez, que a su vez formuló demanda de reconvención.
Se revocan los ordinales segundo y tercero y en su lugar:

Se acepta parcialmente la objeción propuesta por la parte demandante a la liquidación de costas realizada por la secretaría del juzgado de primer grado, en cuanto al monto de las agencias en derecho que se tasan aquí en la suma de $41’770.822,oo.
En consecuencia, sumado este factor al de los gastos, se aprueba la liquidación de costas por la suma de CUARENTA Y UN MILLONES SETECIENTOS NOVENTA Y OCHO MIL TRESCIENTOS VEINTIDÓS PESOS ($41’798.322,oo)
Notifíquese 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO              

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ      
     CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
� CSJ, Sent. sep. 20/2001, Exp. 1100122030002001-0588-10. M.P. Nicolás Bechara Simancas.
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